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Sanciones (Art. 39) 

Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de 30.001 a 600.000 euros; las graves, con multa 
de 601 a 30.000 euros, y las leves, con multa de 100 a 600 euros. 

De acuerdo con lo dispuesto en el art. 33.2 (tramos de igual extensión), los tramos correspondientes a los 
grados máximo, medio y mínimo de las multas previstas por la comisión de infracciones graves y muy 
graves serán los siguientes: 

- Para las infracciones muy graves, el grado mínimo comprenderá la multa de 30.001 a 220.000 €; el 
grado medio, de 220.001 a 410.000 euros, y el grado máximo, de 410.001 a 600.000 €. 

- Para las infracciones graves, el grado mínimo comprenderá la multa de 601 a 10.400; el grado medio, 
de 10.401 a 20.200 euros, y el grado máximo, de 20.201 a 30.000 euros. 

La multa podrá llevar aparejada alguna o algunas de las siguientes sanciones accesorias, atendiendo a la 
naturaleza de los hechos constitutivos de la infracción: 

- La retirada de las armas y de las licencias o permisos correspondientes a las mismas. 

- El comiso de los bienes, medios o instrumentos con los que se haya preparado o ejecutado la infracción 
y, en su caso, de los efectos procedentes de ésta, salvo que unos u otros pertenezcan a un tercero de 
buena fe no responsable de dicha infracción que los haya adquirido legalmente. Cuando los 
instrumentos o efectos sean de lícito comercio y su valor no guarde relación con la naturaleza o 
gravedad de la infracción, el órgano competente para imponer la sanción que proceda podrá no acordar 
el comiso o acordarlo parcialmente. 

- La suspensión temporal de las licencias, autorizaciones o permisos desde 6 meses y 1 día a 2 años 
por infracciones muy graves y hasta 6 meses para las infracciones graves, en el ámbito de las materias 
reguladas en el capítulo 4 de esta Ley. En caso de reincidencia, la sanción podrá ser de 2 años y 1 día 
hasta 6 años por infracciones muy graves y hasta 2 años por infracciones graves. 

- La clausura de las fábricas, locales o establecimientos, desde 6 meses y 1 día a 2 años por infracciones 
muy graves y hasta 6 meses por infracciones graves, en el ámbito de las materias reguladas en el 
capítulo 4 de esta Ley. En caso de reincidencia, la sanción podrá ser de 2 años y 1 día hasta 6 años por 
infracciones muy graves y hasta 2 años por infracciones graves. 

Prescripción de las sanciones (Art. 40) 

Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los 3 años, las impuestas por 
infracciones graves, a los 2 años, y las impuestas por infracciones leves al año, computados desde el día 
siguiente a aquel en que adquiera firmeza en vía administrativa la resolución por la que se impone la sanción. 

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de ejecución, 
volviendo a transcurrir el plazo si aquél se paraliza durante más de 1 mes por causa no imputable al infractor. 

Habilitación reglamentaria (Art. 41) 

Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o graduaciones en el 
cuadro de las infracciones y sanciones tipificadas en esta Ley que, sin constituir nuevas infracciones o 
sanciones, ni alterar su naturaleza y límites, contribuyan a la más correcta identificación de las conductas o 
a la más precisa determinación de las sanciones correspondientes. 

Reparación del daño e indemnización (Art. 42) 

Si las conductas sancionadas hubieran ocasionado daños o perjuicios a la administración pública, la 
resolución del procedimiento contendrá un pronunciamiento expreso acerca de los siguientes extremos: 

- La exigencia al infractor de la 1reposición a su estado originario de la situación alterada por la infracción. 

- Cuando ello no fuera posible, la 2indemnización por los daños y perjuicios causados, si éstos hubiesen 
quedado determinados durante el procedimiento. Si el importe de los daños y perjuicios no hubiese 
quedado establecido, se determinará en un 3procedimiento complementario, susceptible de 
terminación convencional, cuya resolución pondrá fin a la vía administrativa. 
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La responsabilidad civil derivada de una infracción será siempre solidaria entre todos los causantes del daño*. 

Cuando sea declarado autor de los hechos cometidos un menor de 18 años no emancipado o una persona 
con la capacidad modificada judicialmente, responderán, solidariamente con él, de los daños y perjuicios 
ocasionados sus padres, tutores, curadores, acogedores o guardadores legales o de hecho, según proceda. 

Registro Central de Infracciones contra la Seguridad Ciudadana (Art. 43) 

A efectos exclusivamente de apreciar la reincidencia en la comisión de infracciones tipificadas en esta Ley, 
se crea en el Ministerio del Interior un Registro Central de Infracciones contra la Seguridad Ciudadana. 

Las comunidades autónomas que hayan asumido 1competencias para la protección de personas y bienes 
y para el mantenimiento de la seguridad ciudadana y cuenten con un 2cuerpo de policía propio, podrán 
crear sus propios registros de infracciones contra la seguridad ciudadana. 

Reglamentariamente se regulará la organización y funcionamiento del Registro Central de Infracciones 
contra la Seguridad Ciudadana, en el que únicamente se practicarán los siguientes asientos: 

- Datos personales del infractor. 

- Infracción cometida. 

- Sanción o sanciones firmes en vía administrativa impuestas, con indicación de su alcance temporal, 
cuando proceda. 

- Lugar y fecha de la comisión de la infracción. 

- Órgano que haya impuesto la sanción. 

Las personas a las que se haya impuesto una sanción que haya adquirido firmeza en vía administrativa serán 
informadas de que se procederá a la práctica de los correspondientes asientos en el Registro Central de 
Infracciones contra la Seguridad Ciudadana.  

Podrán solicitar el acceso, cancelación o rectificación de sus datos de conformidad con lo establecido en la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y su normativa de 
desarrollo.  

Los asientos se cancelarán de oficio transcurridos 3 años cuando se trate de infracciones muy graves, 2 años 
en el caso de infracciones graves y 1 año en el de infracciones leves, a contar desde la firmeza de la sanción. 

Las autoridades y órganos de las AAPP con competencia sancionadora en materia de seguridad ciudadana, 
de acuerdo con esta Ley, comunicarán al Registro Central de Infracciones contra la Seguridad Ciudadana 
las resoluciones sancionadoras dictadas, una vez firmes en vía administrativa. Asimismo, a estos efectos, 
dichas AAPP tendrán acceso a los datos obrantes en ese Registro Central. 

PROCEDIMIENTO SANCIONADOR (Sec. 3ª) 

Régimen jurídico (Art. 44) 

El ejercicio de la potestad sancionadora en materia de protección de la seguridad ciudadana se regirá por 
el título 9 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, (Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común) y sus disposiciones de desarrollo, sin perjuicio de las especialidades 
que se regulan en este capítulo. 

Carácter subsidiario del procedimiento administrativo sancionador respecto del penal (Art. 45) 

No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o administrativamente cuando se 
aprecie identidad de 1sujeto, de 2hecho y de 3fundamento. 

En los supuestos en que las conductas pudieran ser constitutivas de delito, el órgano administrativo pasará 
el tanto de culpa a la autoridad judicial o al Ministerio Fiscal y se abstendrá de seguir el procedimiento 
sancionador mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme o resolución que de otro modo ponga 
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fin al procedimiento penal, o el Ministerio Fiscal no acuerde la improcedencia de iniciar o proseguir las 
actuaciones en vía penal, quedando hasta entonces interrumpido el plazo de prescripción. 

La autoridad judicial y el Ministerio Fiscal comunicarán al órgano administrativo la resolución o acuerdo 
que hubieran adoptado. 

De 1no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse dictado 2resolución de otro 
tipo que ponga fin al procedimiento penal, podrá iniciarse o proseguir el procedimiento sancionador. En 
todo caso, el órgano administrativo quedará vinculado por los hechos declarados probados en vía judicial. 

Las medidas cautelares adoptadas antes de la intervención judicial podrán mantenerse mientras la 
autoridad judicial no resuelva otra cosa. 

Acceso a los datos de otras administraciones públicas (Art. 46) 

Las autoridades y órganos de las distintas administraciones públicas competentes para imponer sanciones 
de acuerdo con esta Ley podrán acceder a los datos relativos a los sujetos infractores que estén 
directamente relacionados con la investigación de los hechos constitutivos de infracción, sin necesidad de 
consentimiento previo del titular de los datos, con las garantías de seguridad, integridad y disponibilidad, 
de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre. 

A los exclusivos efectos de cumplimentar las actuaciones que los órganos de la AGE competentes en los 
procedimientos regulados en esta Ley y sus normas de desarrollo tienen encomendadas, la 1Agencia Estatal 
de Administración Tributaria y la 2Tesorería General de la Seguridad Social, en los términos establecidos 
en la normativa tributaria o de la seguridad social, así como el  3Instituto Nacional de Estadística, en lo relativo 
al Padrón Municipal de Habitantes, facilitarán a aquéllos el acceso a los ficheros en los que obren datos 
que hayan de constar en dichos procedimientos, sin que sea preciso el consentimiento de los interesados. 

Medidas provisionales anteriores al procedimiento (Art. 47) 

Los agentes de la autoridad intervendrán y aprehenderán cautelarmente los instrumentos utilizados para 
la comisión de la infracción, así como el dinero, los frutos o los productos directamente obtenidos, que se 
mantendrán en los depósitos establecidos al efecto o bajo la custodia de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad mientras se tramita el 1procedimiento sancionador o hasta que, en su caso, se resuelva la 
2devolución o se decrete el 3comiso. 

Sin perjuicio de lo previsto en el apdo. 3 del art. 49 (La duración de las medidas de carácter provisional no 
podrá exceder de la mitad del plazo previsto para la sanción que corresponda a la infracción cometida), si la 
1aprehensión fuera de bienes fungibles* y el 2coste del depósito superase el valor venal, éstos se destruirán 
o se les dará el destino adecuado, de acuerdo con el procedimiento que se establezca reglamentariamente. 

Excepcionalmente, en los supuestos de grave riesgo o peligro inminente para personas o bienes, las 
medidas provisionales previstas en el apdo. 1 del art. 49, salvo la de suspensión de la actividad objeto de 
autorizaciones, permisos, licencias y otros documentos expedidos por las autoridades administrativas, 
podrán ser adoptadas directamente por los agentes de la autoridad con carácter previo a la iniciación del 
procedimiento, debiendo ser ratificadas, modificadas o revocadas en el acuerdo de incoación en el plazo 
máximo de 15 días. En todo caso, estas medidas quedarán sin efecto si, transcurrido dicho plazo, 1no se incoa 
el procedimiento o el 2acuerdo de incoación no contiene un pronunciamiento expreso acerca de las mismas. 

Actuaciones previas (Art. 48) 

Con anterioridad a la incoación del procedimiento se podrán realizar actuaciones previas con objeto de 
determinar si concurren circunstancias que las justifiquen. En especial, estas actuaciones se orientarán a 
determinar, con la mayor precisión posible, los hechos susceptibles de motivar: 

- La incoación del procedimiento,  

- La identificación de la persona o personas que pudieran resultar responsables y  

- Las circunstancias relevantes que concurran en unos y otros. 
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Las actuaciones previas se incorporarán al procedimiento sancionador. 

Las actuaciones previas podrán desarrollarse sin intervención del presunto responsable, si fuera 
indispensable para garantizar el buen fin de la investigación, dejando constancia escrita en las diligencias 
instruidas al efecto de las razones que justifican su no intervención. 

La práctica de actuaciones previas no interrumpirá la prescripción de las infracciones. 

Medidas de carácter provisional (Art. 49) 

Incoado el expediente, el órgano competente para resolver podrá adoptar en cualquier momento, mediante 
acuerdo motivado, las medidas de carácter provisional que resulten necesarias para 1asegurar la eficacia de 
la resolución que pudiera recaer, el buen fin del procedimiento, 2evitar el mantenimiento de los efectos de 
la infracción o 3preservar la seguridad ciudadana, sin que en ningún caso puedan tener carácter sancionador.  

Dichas medidas serán proporcionadas a la naturaleza y gravedad de la infracción y podrán consistir 
especialmente en: 

- El depósito en lugar seguro de los instrumentos o efectos utilizados para la comisión de las infracciones 
y, en particular, de las armas, explosivos, aerosoles, objetos o materias peligrosas para la tranquilidad 
ciudadana, drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas. 

- La adopción de medidas de seguridad de las personas, bienes, establecimientos o instalaciones que 
se encuentren en situación de peligro, a cargo de sus titulares. 

- La suspensión o clausura preventiva de fábricas, locales o establecimientos susceptibles de afectar a 
la seguridad ciudadana. 

- La suspensión parcial o total de las actividades en los 1establecimientos que sean notoriamente 
vulnerables y 2no tengan en funcionamiento las medidas de seguridad necesarias. 

- La adopción de medidas de seguridad de las personas y los bienes en infraestructuras e instalaciones 
en las que se presten servicios básicos para la comunidad. 

- La suspensión de la actividad objeto de autorizaciones, permisos, licencias y otros documentos 
expedidos por las autoridades administrativas, en el marco de la normativa que le sea de aplicación. 

- La suspensión en la venta, reventa o venta ambulante de las entradas del espectáculo o actividad 
recreativa cuya celebración o desarrollo pudiera implicar un riesgo para la seguridad ciudadana. 

Los gastos ocasionados por la adopción de las medidas provisionales correrán a cargo del causante de los 
hechos objeto del expediente sancionador. 

La duración de las medidas de carácter provisional no podrá exceder de la mitad del plazo previsto en esta 
Ley para la sanción que pudiera corresponder a la infracción cometida, salvo acuerdo debidamente motivado 
adoptado por el órgano competente. 

El acuerdo de adopción de medidas provisionales se notificará a los interesados en el 1domicilio del que 
tenga constancia por cualquier medio la administración o, en su caso, por 2medios electrónicos, con 
indicación de los 1recursos procedentes contra el mismo, 2órgano ante el que deban presentarse y 3plazos 
para interponerlos.  

La autoridad competente para su adopción podrá acordar que sea objeto de conocimiento general cuando 
ello sea necesario para garantizar la seguridad ciudadana, con sujeción a lo dispuesto en la legislación en 
materia de protección de datos de carácter personal. 

Las medidas adoptadas serán inmediatamente ejecutivas, sin perjuicio de que los interesados puedan 
solicitar su suspensión justificando la apariencia de buen derecho* y la existencia de daños de difícil o 
imposible reparación, prestando, en su caso, caución suficiente* para asegurar el perjuicio que se pudiera 
derivar para la seguridad ciudadana. 

Las medidas provisionales acordadas podrán ser modificadas o levantadas cuando varíen las circunstancias 
que motivaron su adopción y, en todo caso, se extinguirán con la resolución que ponga fin al procedimiento. 
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Caducidad del procedimiento (Art. 50) 

El procedimiento caducará transcurrido 1 año desde su incoación sin que se haya notificado la resolución, 
debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el cómputo las posibles 1paralizaciones por causas imputables 
al interesado o la 2suspensión que debiera acordarse por la existencia de un procedimiento judicial penal, 
cuando concurra identidad de sujeto, hecho y fundamento, hasta la finalización de éste. 

La resolución que declare la caducidad se notificará al interesado y pondrá fin al procedimiento, sin 
perjuicio de que la administración pueda acordar la incoación de un nuevo procedimiento en tanto no haya 
prescrito la infracción. Los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. 

Efectos de la resolución (Art. 51) 

En el ámbito de la Administración General del Estado, la resolución del procedimiento sancionador será 
recurrible de conformidad con la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Contra la resolución que ponga fin a la 
vía administrativa podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, en su caso, por el procedimiento 
para la protección de los derechos fundamentales de la persona, en los términos de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 

Valor probatorio de las declaraciones de los agentes de la autoridad (Art. 52) 

En los procedimientos sancionadores que se instruyan en las materias objeto de esta Ley, las denuncias, 
atestados o actas formulados por los agentes de la autoridad en ejercicio de sus funciones que hubiesen 
presenciado los hechos, previa ratificación en el caso de haber sido negados por los denunciados, 
constituirán base suficiente para adoptar la resolución que proceda, salvo prueba en contrario y sin perjuicio 
de que aquéllos deban aportar al expediente todos los elementos probatorios disponibles. 

Ejecución de la sanción (Art. 53) 

Una vez firme en vía administrativa, se procederá a la ejecución de la sanción conforme a lo previsto en esta Ley. 

El cumplimiento de la sanción de suspensión de las licencias, autorizaciones o permisos se iniciará 
transcurrido 1 mes desde que la sanción haya adquirido firmeza en vía administrativa. 

Las sanciones pecuniarias que no hayan sido abonadas previamente deberán hacerse efectivas dentro de 
los 15 días siguientes a la fecha de la firmeza de la sanción.  

Una vez vencido el plazo de ingreso sin que se hubiese satisfecho la sanción, su exacción se llevará a cabo 
por el procedimiento de apremio*. A tal efecto, será título ejecutivo la providencia (resolución) de apremio 
notificada al deudor, expedida por el órgano competente de la administración. 

Cuando las sanciones hayan sido impuestas por la AGE, los órganos y procedimientos de la recaudación 
ejecutiva serán los establecidos en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 
939/2005, de 29 de julio. 

En caso de que la resolución acuerde la 1devolución de los instrumentos aprehendidos cautelarmente a los 
que se refiere el apdo. 1 del art. 47, transcurrido 1 mes desde la notificación de la misma sin que el titular 
haya recuperado el objeto aprehendido, se procederá a su 2destrucción o se le dará el 3destino adecuado 
en el marco de esta Ley. 

Procedimiento abreviado (Art. 54) 

Una vez notificado el acuerdo de incoación del procedimiento para la sanción de infracciones graves o leves, 
el interesado dispondrá de un plazo de 15 días para realizar el pago voluntario con reducción de la sanción 
de multa, o para formular las alegaciones y proponer o aportar las pruebas que estime oportunas. 

Si efectúa el pago de la multa en las condiciones indicadas en el párrafo anterior, se seguirá el procedimiento 
sancionador abreviado, y, en caso de no hacerlo, el procedimiento sancionador ordinario. 

El procedimiento sancionador abreviado no será de aplicación a las infracciones muy graves. 
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